ACUERDO

En la ciudad de La Plata, provincia de Buenos Aires, Sede de la Sala III del Tribunal de Casación Penal, a los 18 días del mes de abril       de dos mil seis, se reúnen  en Acuerdo Ordinario los señores jueces doctores Ricardo Borinsky, Carlos Angel Natiello y Carlos Alberto Mahiques, con la presidencia del primero de los nombrados, a fin de dictar sentencia definitiva en la presente causa número 2.242 (registro de Presidencia Nº 10.564) caratulada “Recurso de casación interpuesto por el Ministerio Público Fiscal en causa número 2.587 seguida a L. B., H. J.”, conforme al siguiente orden de votación: BORINSKY-MAHIQUES-NATIELLO

ANTECEDENTES

En lo que interesa destacar, el Tribunal en lo Criminal nro. 3 de Bahía Blanca dictó veredicto absolutorio a favor de H. J. L. B. en orden al hecho de defraudación por retención indebida que le fuera imputado.

Contra dicho pronunciamiento vino en casación la Fiscal de Juicio solicitando la nulidad del pronunciamiento por representar una violación expresa de lo normado en el artículo 371 del Código Procesal Penal y del principio de continuidad e inmediatez que informa el debate oral, pues finalizada la audiencia el 3 de junio de 2002, el a quo, en vez de pasar a deliberar como manda la norma mencionada, recién se reunió a tales efectos siete días más tarde, ya cumplido el límite temporal fijado para la lectura del veredicto, retardo que, a su ver, configura una nulidad de las enumeradas en el artículo 202 inciso 1° del ceremonial, en tanto afectaría la constitución del tribunal, por el vencimiento de los términos para su intervención y la aplicación analógica del artículo 142 del mismo Código, que aparta al órgano que no hubiere cumplido con el acto dentro del plazo establecido, por lo que el veredicto ha sido dictado por quien ya no era competente.

También denunció inobservancia de los artículos 210 y 373 del Código Procesal Penal, errónea aplicación del artículo 3.939 del Código Civil y absurda valoración de la prueba, sobre la base de las siguientes consideraciones:

El veredicto recurrido absolvió al imputado del delito de defraudación por retención indebida por entender, que si bien era autor responsable de la conducta endilgada, el encartado había obrado en el legítimo ejercicio de un derecho de retención.

En el caso, quien retiene una cosa mueble incurre en la conducta prohibida del artículo 173 inciso 2º del Código Penal.

El Código Civil autoriza la retención de ella a través de un precepto permisivo, haciendo nacer un derecho de retención sobre la misma,  plasmado en el artículo 3939 del mismo cuerpo legal y que faculta al tenedor de cosa ajena a conservar la posesión de ella, hasta el pago de lo que le es debido.

B. ejerció un derecho de retención sobre la documentación que le fuere entregada, pues consideró que aún se le debía dinero, y  como surge de las boletas de depósitos le fueron depositadas sumas de dinero, pero estas cuestiones competen al ámbito civil y allí se deben dirimir.

Quedó especificado con el testigo Conti, que la habilitación requería necesariamente del informe complementario que debía efectuar éste, pero no se concretó en razón que el maestro mayor de obras quedó a la espera del contacto telefónico de G., como habían acordado, llamado que nunca recibió.

Conti refirió que B. demostró interés en continuar el trámite al preguntarle si ya había confeccionado el informe, además de concurrir a Bomberos.

Luego, operó un desistimiento de proseguir el trámite por parte de los denunciantes, al reclamarle la restitución de la documentación.

La argumentación que antecede deja de lado los dichos vertidos por el propio L. B. en la exposición civil que realizara, pese a que se le otorgara decisivo valor en punto a la acreditación de la retención material que de la documentación se efectuó.

En tal pieza el imputado no opone la defensa que luego  su parte argumentara en ocasión de realizarse el debate, sino que se limita a   mencionar que no sabe dónde está la documentación y que si se le abona el resto de la suma  finalizará los trámites correspondientes. No busca ampararse en el artículo 3939 del Código Civil, y al no dar certeza de la posesión de los planos impedía a los damnificados la posibilidad que, aún pagando, recuperaran dichos documentos.

El imputado no entró en posesión de los documentos porque le fueran entregados a los damnificados sino porque él mismo los reclamara a quien los confeccionara: el maestro mayor de obras Conti.

Discrepó finalmente, con la caracterización del contrato celebrado como locación de obra, ya que no puede sostenerse válidamente que los trámites que debía cumplir el encartado, a fin de lograr la habilitación del local ante las autoridades, son actos jurídicos, desde que hacen nacer obligaciones y derechos en cabeza de los propietarios.

Radicado el recurso en la Sala e impuestas las partes del trámite de procedimiento abreviado, la causa se encuentra en condiciones de ser resuelta, por lo que se plantean y votan las siguientes

CUESTIONES

Primera: ¿Existe una situación incompatible con el debido proceso?

Segunda: En caso negativo, ¿es procedente el recurso?

Tercera: ¿Qué pronunciamiento corres-ponde dictar?

VOTACIÓN

A la primera cuestión el señor juez doctor Borinsky dijo:

Es de vital importancia tener en cuenta que, entre el desarrollo del debate, la deliberación y la sentencia se debe respetar el principio de continuidad, de modo tal que todas esas etapas están relacionadas por la inmediatez.

Sería contrario a los principios que gobiernan el juicio oral, que los jueces observaran el debate y sólo después de varios días, meses o años, en los que habrán tenido otro tipo de interferencias dicten la sentencia.

La inmediación exige aproximación temporal entre la recepción de la prueba y el pronunciamiento jurisdiccional que se base en ella. Y por ello, los beneficios del principio se aseguran mediante la regla de que el debate debe realizarse durante todas las audiencias consecutivas que sean necesarias hasta su terminación, y esa concentración de los actos que integran el debate, asegura que la sentencia será dictada inmediatamente después que sea examinada la prueba que ha de darle fundamento, y de la discusión de las partes.

Es que la relativa unidad de tiempo que resulta de esta regla, permite, como dice Alfredo Vélez Mariconde (confrontar “Derecho Procesal Penal”. Marcos Lerner. Córdoba. 1982. Tomo II páginas 191 y siguientes), a quien sigo a pies juntos en este tema, la actuación simultánea de todos los sujetos procesales y una valoración íntegra de las probanzas, alejando la posibilidad de que el juzgador desvíe la atención en otro sentido, olvide el resultado de los medios probatorios recibidos, o los interprete de modo incorrecto.

Por ello, lo correcto, o mejor dicho lo legal, si se toma la esencia del principio de inmediación, es que no debe existir solución de continuidad entre el debate y el dictado del veredicto, y a lo que no pone ni quita que los fundamentos puedan ser escritos varios días después, pero no más allá del quinto como dice el artículo 374 del ceremonial que denuncia inobservado la Agente Fiscal y cuyo reclamo, desde mi óptica debe tener atendibilidad.

Concluida la audiencia en la que se designara otra para la lectura del veredicto, los jueces no se retiraron a deliberar sino que aguardaron para hacerlo a que llegara el día fijado para dar a conocer a las partes lo resuelto, y que además supera el lapso contemplado por el artículo 374 citado y que constituye un motivo absoluto de casación, pues no hay nada, absolutamente nada que justifique que el tribunal no ingrese a deliberar al cierre de la audiencia, ni tampoco que supere el plazo que fija la ley como tope garantizador de la inmediación y continuidad, y cuya quiebra genera una situación incompatible con el debido proceso.

La sucesión de los actos previstos para todo el procedimiento de la decisión, sin solución de continuidad entre sí y con respecto al debate, es regla que sólo tolera limitadas excepciones de carácter eminentemente práctico, fijando un término máximo que, en nuestro Código, sin acción civil, no puede superar el plazo de cinco días, transcurrido el cual el veredicto que se pronuncia es nulo (confrontar sobre este tema Jorge A Clariá Olmedo “Tratado de Derecho Procesal Penal”. Ediar. Buenos Aires. 1967. Tomo VI páginas 307 y siguientes), por pérdida de la competencia del Tribunal en los términos del articulo 202 inciso 1 ° idem. ant. citado por la recurrente.

En su mérito, a esta cuestión, VOTO POR LA AFIRMATIVA.

A la misma cuestión el señor juez doctor Mahiques dijo:

I) De incuestionable valor resulta que el derecho prive de efectos a un acto procesal cuando su estructura misma presente vicios formales que lo invaliden, en tanto que es el cumplimiento de las formas lo que perfecciona la secuencia procesal como actividad realizadora del derecho sustantivo, colocándola al amparo del abuso o la arbitrariedad del juez o de las partes.

No obstante, tamaña sanción exige la consideración, en cada caso, de los elementos a los que debe reputarse como esenciales para el acto de que se trate, como también, que la nulidad esté conminada por la ley pues, de no ser así, se vulneraría la regla de taxatividad uniformemente reconocida en los ordenamientos procesales más modernos.

II) Sobre el punto, he sostenido en la causa Nro. 1062, “Camiña, Jorge Orlando s/recurso de casación” (rta. 8/7/03), que los más elementales criterios de justicia material imponen que, ante la disyuntiva entre la nulificación de un acto jurisdiccional por cuestiones formales, o su convalidación, debe optarse por la validez, siempre que el defecto formal no resulte insalvable, ni afecte garantías constitucionales.

III) Dicha opción debe sostenerse aún con mayor énfasis, cuando el acto cuestionado o defectuoso es ni más ni menos que la sentencia definitiva; su invalidación apresurada, aún cuando persiga asegurar la vigencia de las garantías constitucionales, genera con frecuencia el efecto contrario al buscado, pues en vez de salvaguardarlas, produce su directa afectación, con el consiguiente compromiso institucional, en tanto deja sin efecto aquel acto que, sin importar cual fue la solución consagrada, dio respuesta jurisdiccional a todas las partes involucradas en el conflicto, y, aún más importante, dio cumplimiento a la exigencia, enraizada en la garantía del debido proceso, de haber dado término al mismo.

Es más, aún cuando la forma hace a la estructura ritual, a los requisitos exteriores para el funcionamiento de las instituciones jurídicas y al desarrollo sustancial de los derechos, es una condición inherente a la misma que su aseguramiento guarde razonabilidad, evitando que con el apego a la formalidad, se concluya derogando tales derechos, o haciendo imposible su ejercicio.

Siendo ello así, resulta inadmisible la nulificación de una sentencia definitiva, cuando, en razón de la entidad de aquellos defectos formales que contiene, la misma puede igualmente ser tenida por válida, máxime teniendo en cuenta que su ineficacia privaría al encausado del nuevo status en que se encuentra desde su dictado, correspondiente a quien tiene una primaria culminación al proceso. Esto, claro está, sin perjuicio de los eventuales recursos que se hayan interpuesto contra la misma, y con independencia de la satisfacción o disconformidad que le haya causado la solución adoptada.

IV) En el sentido expuesto, debe ponerse además especial atención en distinguir entre las nulidades propiamente dichas, y aquellos elementos de los actos procesales que pueden ser calificados como “meras irregularidades” o “meras inobservancias”, los que no son más que el incumplimiento de ciertos requisitos requeridos por la ley o derivados de las exigencias contenidas en ella, que no tienen la misma intensidad en cuanto a su necesidad y que, salvo una disposición en contrario que expresamente cambie la naturaleza del vicio en el cumplimiento de los mismos, no desmerece la validez del acto.

En definitiva, la simple inobservancia de alguno de esos requisitos rituales no provoca por sí misma la nulidad del acto que la contenga, siempre que, conforme lo antes dicho, no se vulneren garantías constitucionales o se trate de requisitos fundamentales para la validez de los actos.

V) El plazo previsto en el artículo 374 del Código Procesal Penal para la lectura de los fundamentos del veredicto y sentencia no ha sido establecido bajo sanción de nulidad, por lo cual, de acuerdo a los lineamientos expuestos en los apartados precedentes, su inobservancia sólo podrá ocasionar la invalidez del acto en la medida que haya entrañado la conculcación de las garantías constitucionales protectoras de los derechos y facultades de las partes.

En tal sentido, el mero vencimiento del plazo legal en cuestión no implica en modo alguno que se conculquen aquellas garantías constitucionales que protegen los derechos y facultades de las partes, avalando la anulación oficiosa del acto en cualquier estado del proceso (así surge de lo resuelto por la C.S.J.N. en Fallos 302:843).

VI) En función de ello, y aún cuando el artículo 140 del ordenamiento ritual fija como regla la perentoriedad de los plazos, el análisis de la cuestión no puede limitarse a una nuda consideración temporal con prescindencia de los fines que dicho plazo tiende a asegurar, como tampoco, de la concreta afectación material de los sujetos del proceso. Recuérdese asimismo que la perentoriedad de los plazos se vincula a la caducidad de facultades procesales, y por lo tanto no abarca aquella actividad indispensable que deben cumplir los órganos jurisdiccionales.

Resulta claro así que la determinación de un plazo relativamente breve para la lectura de los fundamentos del pronunciamiento se vincula con la regla de la inmediación que rige en el sistema procesal vigente, en cuanto se pretende la proximidad en el tiempo entre las audiencias de juicio en las que se produjeron pruebas y alegatos, y el desarrollo de las razones por las cuales el a quo resolvió en determinado sentido, de manera que, en conciencia del juzgador, permanezca el recuerdo de lo acontecido ante su presencia.

Empero, dicha vivencia del sentenciante no parece encontrar como último y fatal límite al quinto día previsto en la norma citada, desde que ella misma contempla la extensión del plazo en el supuesto en que exista una acción civil, sin que por ello la inmediación propia de la oralidad resulte menoscabada. Verificada una relativa unidad temporal, lo trascendente estriba en la necesidad de que ante el tribunal de mérito se inicie, desarrolle y concluya el juicio, resolviéndose la cuestión sin solución de continuidad, sin que dicha secuencia aparezca interrumpida por la realización de otro u otros juicios intermedios.

VII) En el sub examine nada de ello parece haberse configurado desde que clausurado el debate el 6 de julio de 2002 y fallado el 19 del mismo mes y año, se aseguró una razonable proximidad entre las secuencias del proceso sin que, por lo demás, existan elementos que habiliten a inferir que durante ese lapso de exceso en el plazo contemplado por el artículo 374 del ritual, el a quo haya desarrollado una actividad jurisdiccional intermedia con aptitud para afectar el principio de inmediación y del debido proceso legal.

A tal punto ello es así, que el tema no mereció cuestionamiento de las partes al momento de fijarse la fecha de lectura. Esta circunstancia lleva por sí a la inadmisibilidad de la nulidad pretendida por la impugnante, pues al tomar conocimiento sobre la fecha en que se dictaría el veredicto, no se opuso reparo alguno, cuando era aquella la oportunidad en que debía formular el reclamo en trato (artículo 205, inciso 3 del Código Procesal Penal).

En razón de lo expuesto, a la primera cuestión, VOTO POR LA NEGATIVA.

A la misma cuestión el señor juez doctor Natiello dijo:

Adhiero por sus fundamentos al voto del doctor Mahiques.

La falta de protesta oportuna por parte de quien se agravia no sólo subsana la irregularidad, sino que impide incluso someter la cuestión a tratamiento de esta sede según la clara letra del artículo 448 inciso 1 del Código Procesal Penal.

Por los demás, frente a lo que sostiene la recurrente, si bien en el encabezamiento del decisorio atacado se dejó constancia que el día 10 de junio de 2002 los señores jueces se reunieron a los efectos de “dictar veredicto”, ello de ninguna manera demuestra que no se hayan reunido con anterioridad a fin de deliberar.

VOTO POR LA NEGATIVA.

A la segunda cuestión el señor juez doctor Borinsky dijo:

Todo aquél a quien la ley reconoce personería para actuar en juicio en defensa de sus derechos, está amparado por la garantía del debido proceso legal consagrada por el artículo 18 de la Constitución Nacional, sea que actúe como acusador o acusado, como demandante o demandado; ya que en todo caso media interés institucional en reparar el agravio si existe y tiene fundamento en la Constitución (conc. Corte Suprema de Justicia de la Nación, Fallos: 268, 266).

En coincidencia con ello,  estimo  aplicable al  recurso del Ministerio Público Fiscal lo expuesto por la Corte Interamericana en “Herrera Ulloa” en el sentido que el derecho a recurrir el fallo ante un juez o tribunal superior debe permitir el control perseguido antes de que la sentencia adquiera calidad de cosa juzgada, otorgando la posibilidad de  evitar que quede firme una decisión que fue adoptada con vicios y que contiene errores que ocasionan un perjuicio indebido.

Por ello, el derecho de recurrir el fallo  no se satisface con la mera existencia de un órgano de grado superior al que juzgó y absolvió al imputado, ante el cual tenga acceso el impugnante.

Para que haya una verdadera revisión de la sentencia es preciso que el tribunal superior reúna las características que lo legitimen para conocer del caso concreto.

Entonces el recurso contemplado por el artículo 452 inciso 1° del Código Procesal Penal debe ser un remedio eficaz mediante el cual un juez o tribunal superior procure la corrección de decisiones jurisdiccionales contrarias al derecho, en la medida que el Estado no haya limitado el “ius persequendi” en los casos en que considere que no revisten suficiente relevancia como para justificar su actuación a través del Ministerio Público Fiscal, la cual muchas veces puede coincidir con el interés de los imputados, ya que su función es la de reconstrucción del orden jurídico alterado (cfr. Corte Suprema de Justicia de la Nación, “Arce, Jorge D.” Resuelta el 14 de octubre de 1.997).

Fuera de esta limitación constitucional, no basta con la existencia formal del recurso fiscal, sino que éste debe ser eficaz, es decir, suministrar resultados o respuestas al fin para el cual fue concebido.

En el orden del enjuiciamiento es bien conocido el sistema de doble instancia, con mayor o menor amplitud de conocimiento en el caso de la segunda, enderezada a reexaminar la materia que nutrió a la primera y a confirmar, modificar o revocar, con apoyo en ese reexamen, la sentencia en la que culminó.

Por lo tanto, el recurso ante un juez o tribunal superior, debe ser uno que permita entrar en el fondo de la controversia, examinar los hechos aducidos, las defensas propuestas, las pruebas recibidas, la valoración de éstas, las normas invocadas y la aplicación de ellas.

Así entendido el derecho al recurso, esto es,  como parte integrante de las garantías de defensa en juicio y debido proceso, no puede restringirse bajo el argumento de tratarse de cuestiones de hecho.

Entonces, no existen razones valederas para excluir del control en casación el análisis de la aplicación de la sana crítica en la valoración de los materiales disponibles del juicio.

Dicho de otro modo, la limitación en materia de hechos y su prueba se reduce a las que corresponden a la inmediación propia de los jueces de grado, como expresara en otros precedentes, con cita de Daniel Pastor en la Nueva Imagen de la Casación Penal, que igualmente aparece entre las fuentes del dictamen del Procurador General de la Nación en la causa C2757-XL.,R.H, “Casal, Matías Eugenio y otros”, del 20 de septiembre de 2.005.

En tales supuestos las cuestiones vinculadas a si las declaraciones de los testigos responden a la realidad de lo sucedido y que dicen haber percibido, se encuentran excluidas del ámbito de la casación, que no los ve ni oye, pues declaran ante los magistrados de la audiencia, siendo ellos y no nosotros, los encargados de establecer el valor de lo que dicen o no dicen, salvo, claro está, que la resolución descanse en un razonamiento absurdo o arbitrario.

Fuera de la limitación proveniente de la intransferible inmediación de los jueces de grado, la interpretación integradora de los artículos 18 de la Constitución Nacional, 15 de la Constitución Provincial y 452 inciso 1° del Código Procesal Penal, lleva también a estimar aplicable la teoría del agotamiento de la capacidad de revisión, dejando a un lado la limitación del recurso fiscal a las denominadas cuestiones de derecho.

Por ello, corresponde acotar la tan difundida y establecida doctrina sobre  la existencia  de una supuesta soberanía de las instancias ordinarias respecto de ciertas  cuestiones probatorias salvo absurdo.

Además, cuando el Código Procesal Penal introduce el recurso de casación no indica que las normas que gobiernan la valoración de la prueba son ajenas a su ámbito, a lo que se suma que una cuestión de hecho puede transformarse en una de derecho y a la inversa.

En definitiva, reservar el recurso para las denominadas cuestiones de derecho con la finalidad de unificar la interpretación de la ley, como dice la Corte Suprema de Justicia de la Nación en “Casal”, resulta violatorio del derecho al recurso contra el fallo.

Dicho de otro modo, el Ministerio Público Fiscal tiene igualmente un derecho constitucional (argumento de los artículos 18 de la Constitución Nacional y 15 de la Constitución Provincial) a que la revisión del veredicto abarque todos aquellos argumentos en los que descansa la absolución, y la Sala no puede nunca dejar de considerarlos, cuando su tratamiento es posible.

Sentado lo expuesto y entrando al control casatorio que nos es propio, entiendo que el recurso es procedente. Y voy a las razones.
El Tribunal “a quo” tuvo por cierto que, a partir del 30 de enero de 1.999 J. L. B. se negó a restituir, previa intimación cursada, la documentación correspondiente al local bailable “Cashuati Disco” ubicado en Villa Arcadia,  Partido de Coronel Suárez, perteneciente a J. L. G., que le fuera entregada a fin que realizara los trámites ante el Registro Único de Control de Actividades Nocturnas, perjudicando así al nombrado, al imposibilitar la obtención de la habilitación correspondiente.

No obstante, absolvió al imputado por considerar que actuó al amparo del legítimo ejercicio del derecho de retención sobre la cosa, establecido por el artículo 34 inciso 4° del Código Penal.

En el parecer de la impugnante, el veredicto inobserva los artículos 210 y 373 del Código Procesal Penal,  al valorar absurdamente la prueba y aplicar erróneamente el artículo 3.939 del Código Civil.

Recuerda a tal fin, que en el parecer de los jueces de grado, B. ejerció un derecho de retención sobre la documentación que le fuera entregada, al considerar que se le adeudaba dinero por una gestión que, por falta de prueba, no se delimitó en qué consistía, aún cuando estimaron como cierto, en virtud de lo aseverado a través de la declaración testimonial prestada por el ingeniero que confeccionara los planos reclamados, que la pendiente habilitación requería de un informe complementario que el mismo también debía realizar, pero que no llegó a hacer, debido a que se estuvo a la espera de un contacto telefónico con el dueño del comercio, que no se efectivizó, habiendo agregado el profesional que B. había demostrado su interés en continuar con el trámite, al preguntarle si había o no llevado a la práctica el complemento técnico faltante, además de concurrir al cuerpo de bomberos.

Así las cosas, el a quo entendió que, con ello, operó un desistimiento a proseguir con un trámite, y que se exterioriza con el reclamo de la documentación a quien tenía derecho a retener o compensar.

Para la impugnante, lo decidido en origen no es derivación de las circunstancias del caso, ya que en la declaración recibida a B. en el expediente formado a raíz de la exposición civil realizada por la hija del dueño, el imputado no opone tal defensa, limitándose a mencionar que no sabe donde está la documentación, o lo que es igual, no da certeza de la posesión de los planos, impidiendo a los damnificados la posibilidad de recuperarlos, aún pagando, pero aclarando  que si se le abona el resto de la suma presuntamente convenida finalizará la gestión tendiente a lograr la inscripción de la confitería en el RUCAN.

Agregó, en este sentido, que B. no era titular de un crédito actual, sino el receptor de sumas recibidas para supuestos viajes y gestiones, y de una documentación que él mismo reclamara a quien la hiciera.

Considero que el recurso debe progresar. Nada tiene que ver con el derecho de retención la afirmación del imputado de no saber dónde estaban los planos reclamados, con la facultad de conservarlos en su poder hasta el pago de lo que en ningún momento aseveró se le debía , y menos en razón de aquéllos, pues no rindió cuenta alguna, ni acreditó la existencia de un crédito cierto y exigible para discurrir sobre un derecho que en momento alguno dijo contar,  y que llega a través de uno de los planteos defensistas, que dogmáticamente recepta el “a quo”, en decisión de fundamentación aparente que conduce a descalificarla como acto jurisdiccional válido.

Ello es así, ya que, si las circunstancias del caso demostraban, por un lado,  la entrega de documentos y dinero para un pedido de habilitación ante un ente de contralor, que no concluye pues era menester efectuar otro ante bomberos, con planos antisiniestrales,  y por el otro, que el imputado dijo que no sabía en qué lugar se hallaban los planos recibidos, pero que si se le entregaba más  dinero proseguía con el trámite, el Tribunal no pudo concluir que se encontraba legitimado para retener los planos reclamados (artículos 1, 5 y 18 de la Constitución Nacional, 3.939 del Código Civil, 171 de la Constitución de la Provincia, 106, 210, 373, 448, 451, 460 y 465 del Código Procesal Penal).

Por ello, propongo se case el veredicto impugnado, con reenvío a jueces hábiles a fin que renueven los actos necesarios para el dictado de un nuevo pronunciamiento conforme a derecho (artículo 461 del Código Procesal Penal, además de los ya citados).

En su mérito, a esta cuestión, VOTO POR LA AFIRMATIVA.

A la misma segunda cuestión el señor juez doctor Mahiques dijo:

No habiéndose acreditado, como lo señala el preopinante, la existencia de un crédito cierto que hiciere operativo el legítimo ejercicio del derecho de retención por parte del imputado, el fallo en crisis se desentiende de las circunstancias comprobadas de la causa y, con tales agregados adhiero a la propuesta casatoria del doctor Borinsky, y en consecuencia a esta segunda cuestión, también VOTO POR LA AFIRMATIVA.

A la misma segunda cuestión el señor juez doctor Natiello dijo:

Adhiero por sus fundamentos al voto del doctor Borinsky con los agregados que expusiera el doctor Mahiques en su voto.

VOTO POR LA AFIRMATIVA.

A la tercera cuestión el señor juez doctor Borinsky dijo:

               Que de, conformidad al resultado que arroja el tratamiento de la cuestión que antecede, corresponde declarar procedente el recurso interpuesto, sin costas en esta Sede, casar el veredicto impugnado en cuanto absuelve a H. J. L. B. por el delito de defraudación, por retención indebida, reenviando los autos a jueces hábiles que deberán renovar los actos necesarios para el dictado de un pronunciamiento conforme a derecho (artículos 1, 5 y 18 de la Constitución Nacional; 168 y 171 de la Constitución Provincial; 3.939 del Código Civil; 106, 202, 205 inciso 3º, 210, 371, 373, 374, 448,  451, 452 inciso 1º,  461, 530 y 531 del Código Procesal Penal).

ASI LO VOTO.

A la tercera cuestión los señores jueces doctores Mahiques y Natiello dijeron:

Que adhieren al voto del doctor Borinsky, en igual sentido y por sus fundamentos.

Con lo que se dio por terminado el Acuerdo, dictando el Tribunal la siguiente

SENTENCIA

I.- DECLARAR PROCEDENTE el recurso interpuesto, sin costas en esta Sede.

II.- CASAR el veredicto impugnado en cuanto absuelve a en cuanto absuelve a H. J. L. B. en orden al delito de defraudación, por retención indebida, reenviando los autos a jueces hábiles que deberán renovar los actos necesarios para el dictado de un pronunciamiento conforme a derecho.

Rigen los artículos 1, 5 y 18 de la Constitución Nacional; 168 y 171 de la Constitución Provincial; 3.939 del Código Civil; 106, 202, 205 inciso 3º, 210, 371, 373, 374, 448,  451, 452 inciso 1º,  461, 530 y 531 del Código Procesal Penal.

Regístrese y remítase a la Mesa Única General de Entradas del Tribunal para su notificación y oportuno cumplimiento.

Fdo.: RICARDO BORINSKY; CARLOS ALBERTO MAHIQUES;  CARLOS ANGEL NATIELLO. Ante mi: Andrea Karina Echenique
